


JUAN LUIS GONZÁLEZ ALCÁNTARA 

Licenciatura, especialización, maestría y docto­
rado en derecho por la Facultad de Derecho de 
la UNAM; maestría en derecho corporativo por 
el Colegio Superior de Ciencias Jurídicas; maes­
tría en artes, The Fletcher School of Law and Di­
plomacy; cursos de posgrado en la Universidad 
de Harvard (Estados Unidos) y Tufts (Suecia). 

Ha publicado Los derechos humanos; Teoría 
pedagógica; Análisis del Acuerdo General so­
bre Aranceles Aduaneros y de Comercio; La 
grandeza de Roma; Pedagogía y enseñanza del 
derecho; Consideraciones en torno a la Ley Fe­
deral de Competencia de México. Editor de la 
revista Anales de Jurisprudencia. 

JUAN LUIS GONZÁLEZ ALCÁNTARA 

Licenciatura, especialización, maestria y docto­
rado en derecho por la Facultad de Derecho de 
la UNAM; maestria en derecho corporativo por 
el Colegio Superior de Ciencias Jurídicas; maes­
tría en artes, The Fletcher School of Law and Di­
plomacy; cursos de posgrado en la Universidad 
de Harvard (Estados Unidos) y Tufts (Suecia). 

Ha publicado Los derechos humanos; Teoría 
pedagógica; Análisis del Acuerdo General so­
bre Aranceles Aduaneros y de Comercio; La 
grandeza de Roma; Pedagogía y enseñanza del 
derecho; Consideraciones en torno a la Ley Fe­
deral de Competencia de México. Editor de la 
revista Anales de Jurisprudencia. 



DERECHOS DEL ARRENDATARIO 
DERECHOS DEL ARRENDATARIO 



CÁMARA DE DIPUTADOS DEL HONORABLE 

CONGRESO DE LA UNiÓN, LVII LEGISLATURA 


Lic. Francisco José Paoli Bolio 
Presidente de la Conferencia para la Dirección 


y Programación de los Trabajos Legislativos 

y de la Mesa Directiva 


Dip. J. Enrique Jackson Ramírez 
Presidente de la Junta de Coordinación Política 
y Coordinador del Grupo Parlamentario del PRI 

Dip. Carlos Medina Plascencia 
Coordinador del Grupo Parlamentario del PAN 

Dip. Pablo Gómez Álvarez 
Coordinador del Grupo Parlamentario del PRD 

Dip. Ricardo Cantú Garza 

Coordinador del Grupo Parlamentarío del PT 

Dip. Jorge Emilio González Martínez 
Coordinador del Grupo Parlamentario del PVEM 

INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURíDICAS 

Dr. Diego Valadés 
Director 

Dr. Sergio López-Ayllón 
Secretario Académico 

Lic. Raúl Márquez Romero 
Jefe del Departamento de Publicaciones 

CÁMARA DE DIPUTADOS DEL HONORABLE 
CONGRESO DE LA UNiÓN, LVII LEGISLATURA 

Lic. Francisco José Paoli Bolio 
Presidente de la Conferencia para la Dirección 

y Programación de los Trabajos Legislativos 
y de la Mesa Directiva 

Dip. J. Enrique Jackson Ramírez 
Presidente de la Junta de Coordinación Política 
y Coordinador del Grupo Parlamentario del PRI 

Dip. Carlos Medina Plascencia 
Coordinador del Grupo Parlamentario del PAN 

Dip. Pablo Gómez Álvarez 
Coordinador del Grupo Parlamentario del PRD 

Dip. Ricardo Cantú Garza 

Coordinador del Grupo Parlamentarío del PT 

Dip. Jorge Emilio González Martínez 
Coordinador del Grupo Parlamentario del PVEM 

INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURíDICAS 

Dr. Diego Valadés 
Director 

Dr. Sergio López-Ayllón 
Secretario Académico 

Lic. Raúl Márquez Romero 
Jefe del Departamento de Publicaciones 



nuestros 

derechos 


DERECHOS 

:.'i4:".,'~D.wtm'.' 

,A~RE~pATARIO 


JUAN LUIS GONZÁLEZ ALCÁNTARA 

CÁMARA DE DIPUTADOS, LVII LEGISLATURA 

UNIVERSIDAD I\JACIONAL AUTÓNOMA DE MÉXICO 


MÉXICO, 2000 


nuestros 
derechos 

DERECHOS 
:.'i4:" ~D.wt '.' .,' m 

,A~RE~pAT ARIO 

JUAN LUIS GONZÁLEZ ALCÁNTARA 

CÁMARA DE DIPUTADOS, LVII LEGISLATURA 
UNIVERSIDAD I\JACIONAL AUTÓNOMA DE MÉXICO 

MÉXICO, 2000 



Colección Nuestros Derechos 

Coordinadora: Marcia Muñoz de Alba Medrano 

Diseño de portada y coordinación 
de ilustradores: Eduardo Antonio Chávez Silva 

Cuidado de la edición: Jaime García Díaz 

Formación en computadora: José Antonio Bautista Sánchez 

Ilustraciones: Alejandro López-Araiza Larraa 

.l' ,;-:-'-", "" ­ ';l_U8TECl LEGiSlATIVA 
t Il

,', '>1..1 O ;; \l f 35 t- i I N V I N T A R 1Or~ .' //C-6 AItJElI \ 200a- 2009 
: C61/a/ d J

PI, ,." . . . 

~:....;.... •...... * _. ~~~~_.I
JMVENTARIO 2015 

Primera edición: 2000 

DR © 2000. Universidad Nacional AutÓnoma de México 

INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURfDICAS 

Circuito Maestro Mario de la Cueva sin 

Ciudad Universitaria, México, D. F., C. P. 04510 


Impreso y hecho en México 


ISBN 968-36-8223-5 


Colección Nuestros Derechos 

Coordinadora: Marcia Muñoz de Alba Medrano 

Diseño de portada y coordinación 
de ilustradores: Eduardo Antonio Chávez Silva 

Cuidado de la edición: Jaime García Díaz 

Formación en computadora: José Antonio Bautista Sánchez 

Ilustraciones: Alejandro López-Araiza Larroa 

tMvENTARIO 2015 

Primera edición: 2000 

DR © 2000. Universidad Nacional Autónoma de México 

INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURIDICAS 

Circuito Maestro Mario de la Cueva sIn 
Ciudad Universitaria, México, D. F., C. P. 04510 

Impreso y hecho en México 

ISBN 968-36-8223-5 



CONTENIDO 

Presentación .... . . . . . . . . XI 

CÁMARA DE DIPUTADOS, LVII LEGISLATURA 


Amable lector . . . XV 

Diego VALADÉS 


PRIMERA PARTE 

CONCEPTO DE DERECHOS 

DEL ARRENDATARIO 


1. Introducción ......... . 	 3 

11. Concepto de arrendatario .. . . 	 3 


111. 	 Características del arrendamiento . 4 


IV. 	 Naturaleza del derecho del arrendatario ' . ~ f: .1• 7 

V. 	 Bienes que se pueden arrendar ..... 8 


VI. 	 La capacidad y poder para recibir en arrenda­
miento. . . . . . . . . . . . . . 9 


1. La capacidad para arrendar 	 9 


2. El poder para arrendar . . . 	 12 


SEGUNDA PARTE 

EJERCICIO DEL DERECHO 

VII. Derechos del arrendatario 

VII 

15 

CONTENIDO 

Presentación .... . . . . . . . . 
CÁMARA DE DIPUTADOS, LVII LEGISLATURA 

Amable lector . . . 
Diego VALADÉS 

PRIMERA PARTE 

CONCEPTO DE DERECHOS 
DEL ARRENDATARIO 

1. Introducción ......... . 

11. Concepto de arrendatario .. . . 

111. Características del arrendamiento . 

IV. Naturaleza del derecho del arrendatario ' 

V. Bienes que se pueden arrendar ..... 

XI 

XV 

3 

3 
4 

f • . ~ : .1 7 
8 

VI. La capacidad y poder para recibir en arrenda-
miento. . . . . . . . . . . . . . 9 

1. La capacidad para arrendar 9 

2. El poder para arrendar . . . 12 

SEGUNDA PARTE 

EJERCICIO DEL DERECHO 

VII. Derechos del arrendatario 

VII 

15 



CONTENIDO 

VIII. Obligaciones del arrendatario 	 16 


1. 	 Obligación de dar ..... 16 


2. 	 Obligación de hacer, consistente en cuidar 

y conservar el bien arrendado . . . . . .. 18 


3. 	 Obligación de hacer, consistente en servir­

se del bien arrendado solamente para el 

uso convenido conforme a la naturaleza y 

destino de él ................ 21 


4. 	 Obligación de dar, consistente en restituir 

el bien . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. 21 


5. 	 Obligación del arrendatario de responder 

por el bien arrendado ........... 23 


6. 	 Obligación de hacer consistente en asegu­
rar el bien arrendado 25 


IX. 	 El precio . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 26 


1. 	 Reducción del precio del arrendamiento 29 


2. Exoneración del pago de la renta . . . 30 


,X. Reparaciones y mejoras al bien arrendado 34 


XI. 	 El derecho de preferencia . . . . . . . . . 38 


XII. 	Modos de terminación del contrato de arren­
damiento . . . . . . . . . . . 40 


1. 	 El cumplimiento del plazo 41 


2. 	 Por convenio expreso 43 


3. 	 Por nulidad . 43 


4. 	 Por rescisión ..... 44 


5. 	 Por confusión. . . . . 46 


6. 	 Por pérdida o destrucción total del bien arren­
dado, por caso fortuito o fuerza mayor . .. 46 


VIII 

CONTENIDO 

VIII. Obligaciones del arrendatario 

1. Obligación de dar ..... 

2. Obligación de hacer, consistente en cuidar 

16 

16 

y conservar el bien arrendado . . . . . .. 18 

3. Obligación de hacer, consistente en servir­
se del bien arrendado solamente para el 
uso convenido conforme a la naturaleza y 
destino de él ................ 21 

4. Obligación de dar, consistente en restituir 
el bien. . . . . . . . . . . . . . . . . . .. 21 

5. Obligación del arrendatario de responder 
por el bien arrendado ........... 23 

6. Obligación de hacer consistente en asegu-
rar el bien arrendado 25 

IX. El precio . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 26 

1. Reducción del precio del arrendamiento 29 

2. Exoneración del pago de la renta . . . 30 

,X. Reparaciones y mejoras al bien arrendado 34 

XI. El derecho de preferencia . . . . . . . . . 38 

XII. Modos de terminación del contrato de arren-
damiento . . . . . . . . . . . 40 

1. El cumplimiento del plazo 41 

2. Por convenio expreso 43 

3. Por nulidad 43 

4. Por rescisión ..... 44 

5. Por confusión . . . . . 46 

6. Por pérdida o destrucción total del bien arren-
dado, por caso fortuito o fuerza mayor . .. 46 

VIII 



CONTENIDO 

7. 	 Por expropiación del bien arrendado por 

utilidad pública . . . . . . . . . . . . . .. 46 


8. 	 Por evicción del bien dado en arrenda­
miento. 47 


Bibliografía . . . 	 49 


IX 

CONTENIDO 

7. Por expropiación del bien arrendado por 
utilidad pública . . . . . . . . . . . . . .. 46 

8. Por evicción del bien dado en arrenda-
miento. 

Bibliografía . . . 

IX 

47 

49 



PRESENTACiÓN 

Es trabajo cotidiano de los diputados federales actualizar 
las leyes y las normas que permiten la convivencia pacífica 
de todos los mexicanos, incluyendo a los que viven fuera de 
nuestras fronteras. 

Sin embargo, no basta con hacer nuevas leyes o refor­
mar las que están vigentes, es menester darlas a conocer 
para que los ciudadanos y sus familias sepan, de manera 
cierta y clara, cuáles son sus derechos y cuáles sus obli­
gaciones, a quiénes deben acudir cuando se enfrentan a 
los problemas de la vida diaria. 

La LVII Legislatura de la Cámara de Diputados del H. 
Congreso de la Unión, consciente de la necesidad de coad­
yuvar en la difusión de los derechos que otorgan las leyes 
que del Poder Legislativo emanan y con la finalidad de que 
los hombres y mujeres conozcan sus derechos y sepan 
cómo ejercerlos, firmó un convenio con la Universidad 
Nacional Autónoma de México en materia de investiga­
ción, difusión y extensión de la cultura jurídica, que dio 
como resultado la edición de una serie de textos, con el 
nombre genérico de Nuestros Derechos, en los que encon­
tramos las respuestas a: 

¿Cuáles son los derechos que reconoce el sistema jurí­
dico mexicano? 

¿Cuáles son las obligaciones? 
¿Qué documentos jurídicos los reglamentan? 
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PRESENTACiÓN 

¿Qué autoridad es la competente para conocer de algún 
asunto de su interés? 

¿Dónde se tramitan las reclamaciones por violaciones a 
los derechos? 

¿Cuáles son los recursos legales con que cuenta el ciu­
dadano mexicano para ejercer sus derechos y hacer 
cumplir las obligaciones de otros? 

Los treinta títulos que componen esta serie editorial, la 
primera de este tipo que realiza la Cámara de Diputados, 
fue escrita por especialistas, maestros y doctores en leyes, 
del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad 
Nacional Autónoma de México; tienen asimismo como 
objetivo primordial contribuir con la promoción de la edu­
cación y la cultura jurídica de nuestro país, además de que 
explican, con claridad, los derechos: 

• del arrendador 
• del arrendatario 
• de los campesinos 
• del consumidor 
• de los contribuyentes 
• de los creyentes 
• de los detenidos y sujetos a proceso 
• de los enfermos mentales 
• de los extranjeros 
• del hombre y la mujer divorciados 
• de los homosexuales 
• de los inmigrantes 
• de los internos del sistema penitenciario mexicano 
• en relación con el medio ambiente 
• de los r,lenores trabajadores 
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PRESENTACIÓN 

• 	 de las mujeres trabajadoras 

• 	 de los niños 
• 	 de los padres e hijos 
• 	 de los patrones 
• 	 del pensionado y del jubilado 
• 	 del personal de la salud 
• 	 de las personas con síndrome de inmuno­

deficiencia adquirida 


• 	 del propietario 
• 	 del trabajador asalariado 

• 	 del trabajador de confianza 
• 	 de los trabajadores domésticos 
• 	 de los usuarios de la banca 
• 	 de los usuarios de los servicios de salud 

Además: 

• 	 ¿Qué es el derecho? 
• 	 Lenguaje y derecho 

Es un esfuerzo editorial que nos permitirá no solamente 
ser mejores ciudadanos, sino también colaborar con las 
autoridades de todas las ramas y tener un panorama más 
claro, más crítico y mejor informado de los derechos que 
protegen a los mexicanos. 

La Cámara de Diputados agradece al Instituto de Inves­
tigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma 
de México su participación en la elaboración de esta obra 
y la colaboración de sus investigadores, quienes redacta­
ron cada uno de los cuadernillos de manera accesible para 
el público en general, asimismo agradece a la Escuela Na­
cional de Artes Plásticas de la Universidad Nacional Autó-
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PRESENTACiÓN 

noma de México las ilustraciones que se integran y que 
permiten al lector hacer más amena la lectura. 

Confiamos en que la edición de la obra Nuestros Dere­
chos contribuirá a fortalecer la cultura jurídica de la socie­
dad en bien de nuestro derecho y del país. 

CÁMARA DE DIPUTADOS 

DEL HONORABLE CONGRESO DE LA UNiÓN 

lVII lEGISLATURA 
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AMABLE LECTOR: 

Uno de los grandes problemas de México es la aplicación 
de la ley. A lo largo de nuestra historia, los mexicanos 
hemos dado una intensa lucha para hacer valer la ley. La 
primera parte de esa lucha se orientó a encontrar en el 
derecho una defensa eficaz contra la arbitrariedad. Y se 
estaba en lo correcto. Por eso fue precisamente en nuestro 
país donde surgió el juicio de amparo, a mediados del siglo 
XIX. Con el amparo apareció un instrumento adecuado 
para la defensa de los derechos individuales y colectivos. 
La otra parte de esa lucha ha consistido en hacer que se 
cumpla lo que la ley dispone. 

Pero la vida de una sociedad no la resuelven las leyes 
por sí solas. Las mejores leyes son inútiles si no van acom­
pañadas de su conocimiento general. Por eso en la anti­
güedad griega y romana las leyes solían ser inscritas en 
cantera o en bronce, para quedar expuestas públicamente, 
de suerte que quienes supieran leer ilustraran a quienes 
no tuvieran la posibilidad de enterarse por sí mismos. 

La publicidad de las leyes es uno de los más importantes 
derechos de la sociedad. En nuestro país, desde el gobier­
no del presidente Benito Juárez, se estableció el Diario 
Oficial, a través del cual, día con día, nos enteramos de las 
nuevas normas, o de las modificaciones a las existentes. 
En cada estado y en el Distrito Federal existen también 
medios de difusión para sus propias disposiciones jurídi­
cas. Es tan importante la publicidad de las normas (códi· 

. gos, leyes, decretos, circulares, entre otros) 	que sin el 
requisito de publicación no son aplicables. 
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AMABLE LECTOR 

Son varias las razones para hacer de la publicidad de las 
normas un requisito de aplicabilidad, pero la más impor­
tante consiste en que todos los destinatarios de la ley co­
nozcan sus derechos, para ejercerlos, y sus obligaciones, 
para cumplirlas. Existe un principio según el cual la igno­
rancia de la ley no exime de su cumplimiento. De esta 
manera, nadie puede alegar que no cumple con una dis­
posición por el hecho de no conocerla. Sin embargo, su­
cede que, al contrario, muchas veces hay derechos que no 
se ejercen porque no se les conoce. 

Para auxiliar a personas en circunstancias adversas, la 
Constitución contiene algunas importantes disposiciones: 
en materia penal se tiene derecho a escoger defensor y, si 
no se hace por cualquier causa, el Estado provee uno de 
oficio. De esta manera se asegura que aun sin tener cono­
cimientos de derecho -entre ellos el de disponer de un 
defensor-, las personas cuenten con asistencia profesio­
nal adecuada. Otra disposición consiste en que los jueces, 
en ciertas circunstancias, están obligados a suplir las defi­
ciencias que presentan las demandas de justicia. Los casos 
en que esto ocurre, por supuesto, se encuentran limitados 
a aquellos en los que se supone que las condiciones eco­
nómicas y culturales de las personas no les permiten dis­
poner de la información necesaria para ejercer sus propios 
derechos. Otro aspecto relevante es el que garantiza que 
los indígenas sean apoyados para acceder a los órganos 
de impartición de justicia, y que en algunos casos incluso 
sean tomadas en cuenta sus prácticas y costumbres jurí­
dicas. 

También existen en el país numerosas instituciones, fe­
derales y estatales, cuyo objetivo consiste en orientar a la 
población en trámites y gestiones de naturaleza legal. Está 
pendiente, sin embargo, un mayor esfuerzo de sistemati­
zación del trabajo que llevan a cabo esas instituciones, 
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para ofrecer a la población un instrumento efectivo de ac­
ceso a la justicia. El excesivo número de formalidades, la 
complejidad del sistema judicial, la falta de un amplio pro­
grama de apoyo a los ciudadanos y la ausencia de una 
cultura jurídica, hacen que el pleno acceso a la justicia sea 
una meta todavía por alcanzar. 

Ahora bien, sólo en cuanto concierne a la información 
jurídica, se sabe que en México tenemos enormes caren­
cias. Ni siquiera los cursos de civismo que se imparten en 
las escuelas son suficientes para satisfacer la necesidad de 
información en esta materia, porque el derecho cambia 
con gran frecuencia. 

Las modificaciones que se producen en el ámbito jurí­
dico suelen ser necesarias. Esto no excluye que a veces se 
omitan las que se requieren, y que se introduzcan algunas 
que resultan inconvenientes. Pero este es otro tema. El 
hecho fundamental es que en ninguna sociedad el derecho 
permanece estático, inmutable. Nuevos problemas, o nue­
vas soluciones para problemas conocidos, hacen que el 
legislador procure atender las expectativas y las exigen­
cias sociales a través de reformas a las leyes existentes, o 
incluso de leyes nuevas. 

En el Estado moderno la actividad legislativa es muy 
intensa. Como en otras áreas profesionales, los abogados 
también se han tenido que ir especializando, en virtud de 
la complejidad del orden. jurídico. El abogado generalista, 
como en el siglo XIX, ya no existe. 

Ahora bien, el derecho es un instrumento esencial para 
la convivencia social; las reglas jurídicas son consideradas 
como el mínimo ético indispensable para asegurar las re­
laciones entre las personas. Siendo así, es indispensable 
que las normas que rigen la vida de una sociedad sean 
conocidas lo más ampliamente posible. El mejor y mayor 
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conocimiento de las normas tiene, en todas partes, una 
consecuencia directa: consolida el Estado de derecho. 

Por Estado de derecho se entiende la sujeción de los 
órganos del poder al derecho, de suerte que sus actos 
siempre sean previsibles, controlables y enmendables, al 
mismo tiempo que los derechos de cada individuo y de la 
sociedad siempre estén eficazmente protegidos. Pero ocu­
rre que las personas no sólo tenemos derechos que ejercer 
y obligaciones que cumplir con relación al Estado; también 
los tenemos ante los demás miembros de la sociedad, 
incluidos obviamente los de nuestras familias. Aunque, 
como dije más arriba, la ignorancia del derecho no exime 
de su acatamiento, es evidente que donde los derechos 
no son conocidos, tampoco son ejercidos. 

El conocimiento generalizado de los derechos y de las 
obligaciones, así como de las prácticas y costumbres a 
las que se atribuye una función razonable y relevante en 
la vida colectiva, se denomina cultura jurídica o cultura de la 
legalidad. En tanto que aumente esta cultura, tenderán a 
disminuir los comportamientos arbitrarios de la autoridad 
y de los miembros de la sociedad. Vigilar a la autoridad y 
sabernos defender ante ella, pero también cumplir con las 
obligaciones que hayamos contraído con otras personas, 
es una de las más eficaces formas de consolidar el orden 
jurídico. 

Muchas personas ven la ley como algo distante y difícil 
de entender. En numerosos casos tienen razón, pero en 
términos generales el derecho no es sino un conjunto de 
reglas que derivan del sentido común. Cuando una norma 
está bien redactada, no tiene por qué ser complicada; la 
complejidad de ciertas normas resulta en todo caso de 
la naturaleza de la materia regulada. Eso ocurre, por ejem­
plo, con las disposiciones fiscales, o con muchas que 
atienden a materias eminentemente técnicas. Pero en ge-
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neral las normas que mayor interés representan para la 
mayoría de las personas son de lectura más o menos ac­
cesible. Este es el caso de la Constitución federal y de las 
Constituciones de los estados. 

En este sentido es altamente recomendable la lectura 
de la Constitución. A lo largo de los años se han hecho 
importantes esfuerzos para que el texto constitucional sea 
lo más accesible posible para el mayor número de mexi­
canos. Prácticamente han sido utilizados todos los medios 
que en cada momento han sido considerados de mayor 
efecto general, para dar a conocer el texto constitucional. 
En el siglo XIX, por ejemplo, eran frecuentes los folletos 
denominados "catecismo constitucional", mediante los 
que se explicaba el contenido de la norma suprema. Ocu­
rrió, sin embargo, que en aquella época la desorientación 
no provino de la falta de esfuerzos por difundir el conteni­
do de las Constituciones, sino porque las Constituciones 
mismas presentaron dos problemas: su sustitución era 
muy frecuente y su aplicación era muy rara. 

En cuanto a la actual Constitución, de 1917, se han he­
cho desde ediciones comentadas hasta explicaciones con 
el auxilio de caricaturas. El problema ahora consiste en que 
la Constitución cambia con excesiva frecuencia, y esto im­
pide "fijar" un texto al que se le pueda dar amplia difusión. 

Pero ocurre que además de la Constitución, existen nu­
merosas disposiciones que influyen en la vida individual 
y colectiva de los mexicanos. Y mientras que es posible 
-y deseable- que el mayor número de personas lea di­
rectamente la Constitución, que después de todo es bas­
tante breve, no es fácil que lean una multiplicidad de 
leyes y códigos, esos sí destinados a ser manejados por 
expertos. 

Ante la necesidad de contribuir a la cultura jurídica, la 
Cámara de Diputados y el Instituto de Investigaciones Ju-
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rídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México 
decidieron realizar una serie de trabajos, uno de los cuales 
es el que usted tiene en sus manos, para explicar de ma­
nera accesible distintos aspectos del derecho. La coordi­
nación de la colección ha correspondido a la maestra Mar­
cia Muñoz de Alba, y el diseño editorial al licenciado Raúl 
Márquez Romero, ambos miembros del personal acadé­
mico del Instituto. El doctor Sergio López-Ayllón, secreta­
rio académico, ha contribuido con valiosas sugerencias. 

Este texto ha sido redactado por un experto. Guien de­
see profundizar en la materia, cuenta con referencias 
bibliográficas adecuadas. Se ha tenido en cuenta reco­
mendar la lectura de obras actualizadas y disponibles en 
las librerías, no sólo en las bibliotecas. 

Para hacer más amena la lectura de este volumen con­
tamos con las ilustraciones del maestro Eduardo Antonio 
Chávez Silva, director de la Escuela Nacional de Artes Plás­
ticas de la UNAM, y de Alejandro López-Araiza Larroa, de 
la misma Escuela. Para ambos un testimonio de gratitud 
por el entusiasmo con que realizaron su trabajo. 

Agradezco su contribución al autor de este texto. Aun­
que la selección del tema fue acordada entre la Cámara y 
el Instituto, su desarrollo fue realizado con entera libertad 
por el autor. Se trata de un esfuerzo pionero de difusión 
del derecho, que abre una nueva vertiente a la labor de los 
juristas mexicanos. Además de las obras de carácter cien­
tífico, es necesaria la elaboración de obras de difusión del 
derecho que contribuyan a consolidar el respeto por la ley 
y, por lo mismo, a mejorar los niveles de convivencia entre 
los mexicanos. 

La arbitrariedad, la corrupción y la violencia son el alto 
precio que las sociedades pagan cuando la mayoría de sus 
miembros no conocen sus derechos y sus obligaciones. 
Es indispensable que hagamos un gran esfuerzo para su-
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perar esa deficiencia. Por esta razón, en nombre dellnsti­
tuto de Investigaciones Jurídicas expreso un amplio reco­
nocimiento a la Cámara de Diputados, gracias a cuya con­
fianza y decidido apoyo ha sido posible la realización de 
esta obra y de la colección de la que forma parte. 

Diego VALADÉS 

Director del Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Universidad Nacional Autónoma de México 
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1. INTRODUCCiÓN 

En un contrato de arrendamiento lo más importante son 
las partes que en él intervienen: arrendador y arrendatario, 
debido a los intereses contrapuestos que tiene cada uno 
de ellos, pues existe clara diferencia entre el propósito del 
arrendador, que es el máximo rendimiento de las vivien­

. das que le pertenecen con el mínimo gasto; respecto del 
objetivo del inquilino, pagarla menor contraprestación por 
una vivienda que le convenga. Por lo anterior, en el pre­
sente trabajo nos dedicamos a tratar el asunto desde la 
perspectiva del arrendatario, salvo en el estudio de la parte 
general del contrato de arrendamiento, el cual se analiza 
desde un punto de vista objetivo. 

El legislador, por ser el arrendamiento un problema so­
cial y económico, se ha dado a la tarea de prevenir los con­
flictos que se presentan entre las partes celebrantes del con­
trato de arrendamiento, creando normas que contengan la 
solución a los conflictos que pudieran suscitarse entre el 
arrendador y el arrendatario, procurando el equilibrio entre 
ambos, tal como se demuestra con el presente estudio. 

11. CONCEPTO DE ARRENDATARIO 

Se llama arrendatario a la persona que adquie­
re el uso o goce temporal del bien, mediante 
el pago de un precio cierto (artículo 2398 del 
Código Civil para el Distrito Federal). 
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NUESTROS DERECHOS 

111. CARACTERfsTICAS DEL ARRENDAMIENTO 

Se destacan los siguientes: 

• 	 Consensual. El contrato se perfecciona cuando las 
partes arrendador y arrendatario expresan su consen­
timiento y desde ese momento, sin más, quedan és­
tas obligadas al cumplimiento de sus prestaciones. 
Esto no impide que las partes puedan fijar un término 
a partir del cual comenzarán a producirse los efectos 
propios del contrato de arrendamiento. 

• 	 Bilateral. Al momento de su perfeccionamiento, en­
gendra obligaciones para cada una de las partes in­
tervinientes. Para el arrendador, permitir el uso o goce 
del bien. Para el arrendatario, pagar el precio por ese 
uso o goce. 

• 	 Oneroso. Dado que de él se derivan ventajas recípro­
cas. La obligación de permitir el uso o goce a cargo 
del arrendador, tiene su razón de ser en la contrapres­
tación a cargo del arrendatario de pagar su precio cier­
to, denominado renta. 

• 	 Conmutativo. Desde el momento de la celebración 
del contrato, las partes conocen las ventajas y des­
ventajas que el negocio les comportará; además, las 
prestaciones correspondientes a cada una de ellas 
se presumen equivalentes. Este carácter es inde­
pendiente de la existencia del riesgo propio de todos 
los negocios. 

• 	 Formal. El artículo 2406 del Código Civil, preceptúa 
que el contrato de arrendamiento debe otorgarse por 
escrito, y que la falta de esa formalidad se imputará 
al arrendador. La forma para este negocio se limita a 
una cuestión de prueba más que a una situación de 
existencia, recayendo la carga de la prueba para acre­
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DERECHOS DEL ARRENDATARIO 

ditar su existencia en el arrendador, con cualquier me­
dio probatorio en juicio . 

• 	De tracto sucesivo. Sus efectos se prolongan en el 
tiempo. El cumplimiento continuado del contrato se 
relaciona con su causa final: El arrendador se obliga 
a permitir el uso o goce del bien durante un cierto 
lapso, lo que permite al arrendatario ese uso o goce 
mediante el pago del precio de la renta. 

Asimismo, no debe olvidarse que el contrato 
puede ser por tiempo indeterminado, pudiendo ter­
minar por voluntad de las partes, previo aviso de termi­
nación con quince días de anticipación tratándose de 
predios urbanos y de un año si son predios rústicos, 
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Estas características deben considerarse como las más 
sobresalientes para ser tomadas en consideración al mo­
mento de la elaboración de un convenio de arrendamiento. 

Dentro de la variedad de contratos que existen, el 
arrendamiento, al igual que los otros contratos civiles y 
mercantiles, tiene una estructura que debe ser tomada en 
cuenta al momento de su elaboración. El contrato de arren­
damiento, como instrumento jurídico debe contener: 

• 	 Proemio. Es el principio o encabezado del contrato 
donde se define la naturaleza jurídica de éste, asimis­
mo se incluye el nombre de las partes que lo suscri­
ben, el carácter que adquieren los contratantes en 
función de la naturaleza jurídica del contrato, y en el 
supuesto de que las partes o una de ellas sea repre­
sentada por alguien, debe de precisarse el nombre, 
cargo y personalidad jurídica con la que comparece 
a la suscripción del acto jurídico. 

• 	Declaraciones. Son una serie de características que 
se describen en el contrato; tales como la naturaleza 
y personalidad jurídica de los contratantes o de sus 
representantes, enunciar el instrumento notarial me­
diante el cual acreditan estar facultados para repre­
sentar a alguna persona colectiva, la expresión del 
objeto por el cual suscriben el acuerdo, y el domicilio 
legal que designan para que surta sus efectos. 

• 	 Cláusulas. Son las manifestaciones precisas de la vo­
luntad de los contratantes, en donde debe conside­
rarse el precio de la renta, lugar y tiempo de pago, 
la vigencia del contrato, el objeto de su suscripción, la 
fundamentación legal de su clausulado, las garantías 
que se otorguen para su debido cumplimiento, las 
causas de rescisión, así como los derechos y obliga­
ciones que nacen jurídicamente como resultado de la 
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negociación efectuada. Se aconseja que en apartados 
especiales del instrumento, se determinen por sepa~ 
rada las obligaciones del arrendador y las del arren~ 
datario. También es preciso señalar que a falta de 
convenio expreso de las partes en cuanto a las cláu­
sulas naturales de este contrato, la ley prevé la solu­
ción de manera supletoria . 

• 	 La suscripción. Es la parte final del documento en don­
de se expresa la fecha en que se asigna el acuerdo de 
voluntades, así como también aparece el nombre y ca­
lidad de los contratantes y el lugar en donde se suscribe, 
para que en caso de controversia, ésta se dirima en la 
jurisdicción que por razón de domicilio les corresponde, 
para así agilizar el procedimiento legal; en el supuesto 
de que haya que acudir ante los Tribunales del Arren­
damiento Inmobiliario del Distrito Federal. 

IV. NATURALEZA DEL DERECHO DEL ARRENDATARIO 

El derecho del arrendatario es un derecho de crédito o 
personal que vincula únicamente a la parte arrendadora y a 
la parte arrendataria, pero no genera a favor de este último 
un derecho real. Esto, no obstante que el artículo 2409 del 
Código Civil obliga al adquiriente del bien arrendado a res­
petar el derecho de uso o goce del arrendatario, para afirmar 
que el arrendatario es titular de un derecho real. 

En realidad, el arrendatario es titular de un de­
recho de crédito con garantía individualizada, 
es decir que el bien arrendado asegura el pago 
de su crédito, lo cual no quiere decir que el 
arrendatario sea titular de un derecho real. 
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D 


V. BIENES QUE SE PUEDEN ARRENDAR 

Toda la teoría sobre esta cuestión puede fundarse en 
la exégesis del artículo 2400 del Código Civil, que estable­
ce: "Son susceptibles de arrendamiento todos los bienes 
que pueden usarse sin consumirse, excepto aquellos que 
la ley prohíbe arrendar y los derechos estrictamente per­
sonales". 

De la interpretación del artículo 2400 del Código Civil 
podemos establecer las reglas siguientes: 

Por regla general, todos los bienes son suscep­
tibles de ser arrendados; tanto los muebles 
como los inmuebles, los corporales como los 
incorporales o intangibles como los llaman al­
gunos tratadistas americanos. 
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Esta regla tiene dos excepciones: 

• 	 No pueden arrendarse los bienes consumibles, esto 
es los bienes que se destruyen con el primer uso . 

• 	 Tampoco puede ser objeto de arrendamiento la cosa 
sobre la que recae un derecho estrictamente personal. 

VI. LA CAPACIDAD Y PODER PARA RECIBIR 

EN ARRENDAMIENTO 


Capacidad y poder necesarios para recibir en arrenda­
miento; en otras palabras: capacidad y poder para ser 
arrendatario. 

1. 	La capacidad para arrendar 

Por regla general puede dar en arrendamiento 
una cosa, la persona que es propietaria de ella 
y siempre que tenga capacidad jurídica para ac­
tuar. En otras palabras: todo dueño de una 
cosa con capacidad para contratar puede darla 
en arrendamiento. Esta es una regla general, 
pero tiene sus excepciones. 

También una persona que no es propietaria de una 
cosa, puede darla en arrendamiento. Sin embargo, esto 
sólo puede suceder cuando esa persona goza de una auto­
rización para hacerlo, esto es, cuando es un representante 
del dueño de la cosa, un representante convencional; por 
ejemplo: si es un mandatario o un representante legal, si 
es tutor o tiene la patria potestad sobre el propietario de 
la cosa. 
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La regla general es que el arrendador puede dar la cosa 
en arrendamiento por cualquier tiempo, toda vez que el 
arrendamiento es simplemente un acto de administración 
de su propietario. Sin embargo, en nuestro derecho se 
considera que el arrendamiento deja de ser un acto de 
administración para convertirse en un acto de dominio 
cuando se hace por mas de cinco años. 

En consecuencia, el mandatario o el tutor no podrá dar 
en arrendamiento la cosa por más de cinco años, a no ser 
que, tratándose de mandato, se tenga una facultad espe­
cial o, tratándose de tutor, exista una autorización judicial 
para ello (artículos 2401, 2402, 2554,453 Y 537 del Código 
Civil). 

En derecho extranjero, sobre todo en derecho francés, 
existe el mismo principio; nada más que en ese derecho 
se considera que el arrendamiento es un acto de adminis­
tración cuando es por un lapso menor de nueve años, y es 
un acto de disposición o de dominio cuando excede de 
dicho plazo. 

La sanción a la falta de capacidad para dar la 
cosa en arrendamiento, ya se sabe que es la nu­
lidad relativa; por lo tanto, el acto es suscep­
tible de convalidarse por confirmación, pres­
cripción o cumplimiento voluntario, teniendo 
la acción de nulidad únicamente la parte inte­
resada (artículos 2226, 2227 Y 2230 del Código 
Civil). 

La capacidad resulta ser de gran importancia debido a 
que es una de las grandes defensas del arrendatario, cuan­
do la parte con la que contrató no tiene legitimación pro­
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cesal en juicio, porque el apoderado, mandatario, repre­
sentante legal con el que se celebró el contrato, no probó 
su personalidad en el acto en que se efectuó el contrato ni 
en el proceso. 

Tal argumento, aun cuando parece muy simple, es de 
vital importancia, porque un juicio mal defendido puede 
llegar a perderse por tal cuestión, por esto se aborda su 
estudio en este momento. 

Así pues, por lo general, cuando se celebra un contrato 
de arrendamiento, la persona que representa al propietario 
no acredita su personalidad frente al inquilino, por no exigír­
selo éste y no ser necesario, pero en el momento en que se 
entabla el juicio, la persona que celebró el contrato compa­
rece a juicio, demandando la desocupación y el inquilino, 
por lo general, plantea la falta de legitimación activa de su 
contraria, bajo el argumento de que no tiene personalidad 
para demandar la desocupación, por no ser el propietario. 

Sin embargo, basta que reconozca la celebra­
ción del contrato de arrendamiento para que 
la relación contractual quede justificada en jui­
cio, ya que se entiende que se celebró el con­
trato con el objeto de recibir los beneficios del 
mismo, dando implícitamente por reconocida 
la personalidad de quien representa a la pro­
pietaria, por lo que en juicio no puede desco­
nocer dicha personalidad con la que en su mo­
mento estuvo de acuerdo. 

En el supuesto de que el inquilino desconozca por 
completo la relación contractual, por no haber celebrado 
el contrato de arrendamiento o porque la persona que apa­
rece como mandatario del dueño no lo sea, basta con que 
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el mandatario o representante legal o la persona que cele­
bró el contrato, en representación del dueño, acredite que 
el arrendatario dio su consentimiento para la celebración 
del contrato, para que se acredite la personalidad de quien 
arrendó, sin que tenga porqué probar en juicio que tenía 
autorización expresa para rentar tal inmueble. 

2. El poder para arrendar 

Toda persona, siempre que pueda contratar, puede re­
cibir una cosa en arrendamiento. A este principio nuestro 
derecho no establece más que dos excepciones, que son las 
contenidas en los artículos 2404 y 2405 del Código Civil. 

Artículo 2404. Se prohíbe a los Magistrados, a los jueces y 
a cualesquiera otros empleados públicos tomar en arren­
damiento por sí o por interpósita persona, los bienes que 
deban arrendarse en los negocios en que intervengan. 

Artículo 2405. Se prohibe a los encargados de los esta­
blecimientos públicos y a los funcionarios y empleados 
públicos, tomar en arrendamiento los bienes que con los 
expresados caracteres administren. 

Estos dos preceptos prohibitivos, semejantes a otros 
que existen tratándose del contrato de compraventa, tie­
nen como justificación la necesidad de asegurar la probi­
dad y honradez de los funcionarios públicos. 

La sanción es la nulidad absoluta, porque hay 
que tener en cuenta que en estos casos se trata 
de una verdadera prohibición de orden públi­
co, y por lo tanto es de aplicarse el artículo 80. 
del Código, en relación con el 2226 del mismo 
cuerpo de leyes. 
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VII. DERECHOS DEL ARRENDATARIO 

a) Primeramente el arrendatario tiene derecho a que se le 
entregue la localidad arrendada con todas sus pertenen­
cias y en estado de servir para el uso convenido dentro 
de los plazos establecidos en el contrato de arrenda­
miento (artículo 2412, fracción 1, del Código Civil). 

b) Tiene derecho a que se le garantice el uso y goce pací­
fico de la cosa durante todo el tiempo de vigencia del 
contrato (artículo 2412, fracción IV, del Código Civil). 

c) A que se hagan las reparaciones mayores que necesite el 
inmueble y que sean necesarias para la ocupación, salvo 
aquellos deterioros de poca importancia que generalmen­
te son causados por las personas que habitan en el lugar 
arrendado (artículo 2412, fracción 11, del Código Civil). 

d) A pagar las rentas desde el día en que reciba la cosa 
arrendada, salvo convenio en contrario (artículo 2426 
del Código Civil). 

e) Si la cosa se arrendó por años, meses, semanas o días, 
a pagar la renta al vencimiento de cada uno de esos 
términos, salvo convenio en contrario (artículo 2461 del 
Código Civil). 

f) Tiene derecho a pedir una rebaja en la renta, una reduc­
ción o a no pagarla en los casos en que se impida total­
mente el uso de la cosa arrendada, ya sea por caso for­
tuito o fuerza mayor, evicción parcial o total del bien 
arrendado, o por causa de reparación (artículos 2431, 
2434 y 2445 del Código Civil). 

g) Si el arrendador fuere vencido en juicio sobre una parte 
de la cosa arrendada, puede el arrendatario reclamar 
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g) Si el arrendador fuere vencido en juicio sobre una parte 
de la cosa arrendada, puede el arrendatario reclamar 
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una disminución en la renta o la rescisión del contrato y 
el pago de los daños y perjuicios que sufra (artículo 2420 
del Código Civil). 

h) En los arrendamientos que hayan durado más de cinco 
años y cuando el arrendatario haya hecho mejoras de 
importancia en la finca arrendada, tiene éste derecho, si 
está al corriente en el pago de la renta, a que, en igualdad 
de condiciones y en caso de venta, sea preferido en los 
términos del artículo 2448-J de este Código (derecho del 
tanto). 

i) También gozará del derecho del tanto si el propietario 
quiere vender la finca arrendada, aplicándose en lo con­
ducente lo dispuesto en los artículos 2304 y 2305 del 
Código Civil (artículo 2447 del Código Civil). 

VIII. OBLIGACIONES DEL ARRENDATARIO 

1. Obligación de dar 

El arrendatario está obligado a pagar el precio 
del arrendamiento. Esta es la obligación prin­
cipal del arrendatario; a ella se refieren los si­
guientes artículos: 

Artículo 2398. Hay arrendamiento cuando las dos partes 
contratantes se obligan recíprocamente una, a conceder el 
uso o goce temporal de la cosa, y la otra, a pagar por ese uso 
o goce un precio cierto. 

El arrendamiento no puede exceder de diez años para 
las fincas destinadas a habitación, y de veinte años para las 
fincas destinadas al comercio o a la industria. 

Artículo 2399. La renta o precio del arrendamiento pue­
de consistir en una suma de dinero o en cualquiera otra 
cosa equivalente, con tal que sea cierta y determinada. 
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Artículo 2425. El arrendatario está obligado: 
1. A satisfacer la renta en la forma y tiempo convenidos. 
Artículo 2426. El arrendatario no está obligado a pagar 

la renta sino desde el día en que reciba la cosa arrendada, 
salvo pacto en contrario. 

Artículo 2427. La renta será pagada en el lugar conveni­
do, y a falta de convenio, en la casa habitación o despacho 
del arrendatario. 

Artículo 2430. Si el precio del arrendamiento debiere 
pagarse en frutos y el arrendatario no los entregue en el 
tiempo debido, está obligado a pagar en dinero el mayor 
precio que tuvieren los frutos dentro del tiempo convenido. 

Artículo 2454. La renta debe pagarse en los plazos con­
venidos, y a falta de convenio, por semestres vencidos. 

Artículo 2445. El arrendatario que por causa de repara­
ciones pierda el uso total o parcial de la cosa, tiene derecho 
a no pagar el precio del arrendamiento, pedir la reducción 
de ese precio o la rescisión del contrato, si la pérdida del 
uso dura más de dos meses en sus respectivos casos. 

17 

DERECHOS DEL ARRENDATARIO 

Artículo 2425. El arrendatario está obligado: 
1. A satisfacer la renta en la forma y tiempo convenidos. 
Artículo 2426. El arrendatario no está obligado a pagar 

la renta sino desde el día en que reciba la cosa arrendada, 
salvo pacto en contrario. 

Artículo 2427. La renta será pagada en el lugar conveni­
do, y a falta de convenio, en la casa habitación o despacho 
del arrendatario. 

Artículo 2430. Si el precio del arrendamiento debiere 
pagarse en frutos y el arrendatario no los entregue en el 
tiempo debido, está obligado a pagar en dinero el mayor 
precio que tuvieren los frutos dentro del tiempo convenido. 

Artículo 2454. La renta debe pagarse en los plazos con­
venidos, y a falta de convenio, por semestres vencidos. 

Artículo 2445. El arrendatario que por causa de repara­
ciones pierda el uso total o parcial de la cosa, tiene derecho 
a no pagar el precio del arrendamiento, pedir la reducción 
de ese precio o la rescisión del contrato, si la pérdida del 
uso dura más de dos meses en sus respectivos casos. 

17 



NUESTROS DERECHOS 

2. Obligación de hacer, consistente en cuidar 
y conservar el bien arrendado 

Esta obligación se encuentra consignada en el artículo 
2425, fracción 11, del Código Civil. 

El arrendatario es deudor del bien, puesto que 
está obligado a restituirlo al arrendador al ven­
cimiento del contrato de arrendamiento. La 
obligación que tiene de conservar el bien 
arrendado lo obliga a responder no sólo por el 
hecho propio, sino también por el hecho de 
terceras personas. 

Debe restituir el bien tal y como lo recibió al celebrarse 
el contrato de arrendamiento. Para que cumpla con dicha 
prestación está obligado a hacer las reparaciones de aque­
llos deterioros de poca importancia que normalmente son 
causados por las personas que habitan en el bien inmueble 
arrendado (artículo 2444 del Código Civil). Tratándose de 
arrendamiento de bienes muebles, el arrendatario está obli­
gado a hacer las pequeñas reparaciones que exija el uso del 
bien dado en arrendamiento (artículo 2467 del Código Civil). 

Para conservar el bien arrendado en el estado que lo 
recibió, el arrendatario está obligado a realizar prestacio­
nes de hacer y de no hacer. 

Esta última consiste en que no puede variar la 
forma del bien arrendado, salvo consentimien­
to expreso del arrendador; V la primera, si va­
ría la forma del bien arrendado, debe, cuando 
lo devuelva, restablecerlo al estado que lo re­
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cibió, siendo, además, responsable de los daños 
y perjuicios (artículo 2441 del Código Civil). De 
allí que esta obligación de hacer sea consem 

cuencia de la de no hacer. 

Así tenemos, por ejemplo, que el arrendatario, con el 
consentimiento del arrendador, modifica el bien arrendado 
para poder establecer en él una institución bancaria, obli­
gándose a restituirlo en el estado que lo recibió; además, 
a responder de los daños y perjuicios si el arrendatario no 
cumple con dicha obligación de hacer. Si el arrendatario 
no cumple, el arrendador se ve obligado a entablar deman­
da en su contra; solicitando como prestación principal el 
pago de $500,000.00 pesos por concepto del costo de las 
reparaciones. ¿Qué debe acreditar en juicio el actor arren­
dador para que prospere su acción? 

• 	 La existencia del contrato de arrendamiento. 
• 	 Que el arrendatario realizó modificaciones al bien 

arrendado. 
• 	 Que el demandado se obligó a restituir el bien en el 

estado que lo recibió, y que éste ya fue restituido pero 
no en el estado en que fue entregado. 

• 	 Que efectuó con su patrimonio las modificaciones; y 
que las mismas ascienden a la cantidad de $500,000.00. 

En caso contrario, la acción no prosperará, en vir­
tud de que el arrendatario-obligado no debe cantidad 
alguna, o sea prestación de dar, sino que tiene la obli­
gación de hacer, es decir, de realizar las modificacio­
nes para restituir el bien como lo recibió, pero no a 
pagar cantidad alguna. 

El artículo 2425, fracción 11, del Código Civil estatuye 
que el arrendatario está obligado a responder por los da­
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ños y perjuicios que sufra el bien arrendado tanto como 
por su culpa o negligencia, la de sus familiares, su personal 
de servicio o subarrendatarios. Como vemos, esta fracción 
se enfoca a las fincas destinadas a casa habitación, pues 
de otra manera hablaría de trabajadores y empleados, ade­
más de los sirvientes y familiares. Esta cuestión ha origi­
nado la duda respecto a si esta disposición debe aplicarse 
a los arrendatarios de fincas destinadas al comercio, cuando 
el causante directo del daño ocasionado sea un empleado 
del arrendatario, consideramos que la respuesta es sí, con 
fundamento en el principio analógico, esto es, aplicando 
analógicamente esta disposición, así como en lodispuesto 
por el artículo 1924 del Código Civil, que estatuye: 

Artículo 1924. Los patrones y los dueños de establecimien­
tos mercantiles están obligados a responder de los daños 
y perjuicios causados por sus obreros o dependientes, en 
el ejercicio de sus funciones. Esta responsabilidad cesa si 
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se demuestra que en la comisión del daño no se les puede 
imputar ninguna culpa o negligencia. 

3. 	 Obligación de hacer, consistente en servirse 
del bien arrendado solamente para el uso 
convenido conforme a la naturaleza y destino 
de él (artículo 2425, fracción 1/, del Código Civil) 

El legislador impuso una obligación y no esta­
bleció una facultad del arrendatario, a servirse 
del bien arrendado solamente para el uso con­
venido o conforme a la naturaleza o destino de 
él, de tal suerte que no cause daños, perjuicios, 
incomodidades y molestias no sólo al bien ob­
jeto del arrendamiento, sino a terceros. 

También se desprende de dicha obligación que el 
arrendatario no puede abandonar el bien arrendado. 

4. Obligación de dar, consistente en restituir el bien 
(artículo 2398 del Código Civil) 

El arrendatario, al terminarse el contrato de arrenda­
miento, tiene la obligación de restituir el bien arrendado. 

Hemos dicho que el arrendatario tiene la obligación de 
dar, es decir de restituir el bien objeto del arrendamiento 
al concluir el plazo del contrato. Sin embargo, no se le 
aplican las disposiciones que norman la ejecución de las 
obligaciones de dar, sino las disposiciones especiales. 

En ese tenor, pues, dispone el artículo 2484 del 
Código Civil, que: "Si el arrendamiento se ha 
hecho por tiempo determinado, concluye en el 
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día prefijado. Si no se ha señalado tiempo, se 
observará lo que disponen los artículos 2478 y 
2479" del Código Civil. 

De los términos del precepto citado, se observa que el 
arrendatario debe restituir el bien arrendado al vencimiento 
del contrato. Pero tratándose de arrendamiento de tiempo 
indeterminado, sea de predios rústicos o urbanos, conclui­
rá a voluntad de cualquiera de las partes contratantes, pre­
vio aviso a la otra, dado en forma indubitable con quince 
días de anticipación si el predio es urbano, y con un año 
si es rústico (artículo 2478 del Código Civil). 

Como vemos, esta norma deroga a la norma 
general contenida en el artículo 2080, primera 
parte del Código Civil, puesto que éste señala 
que si no se ha fijado el tiempo en que debe 
hacerse el pago, o sea restituir el bien arren­
dado, no podrá el acreedor arrendador exigirlo 
sino después de los treinta días siguientes a la 
interpelación que se haga, ya judicialmente, ya 
en lo extrajudicial, ante un notario o ante dos 
testigos. 

Cabe preguntarse si las partes contratantes en un con­
trato de arrendamiento indeterminado, pueden renunciar 
a los plazos a que se refiere el artículo 2478 del Código 
Civil. La respuesta debe contestarse en términos afirmati­
vos, puesto que dicha disposición se halla en el capítulo 
VII, del título sexto, que no constituye disposición de orden 
público e interés social, por tanto son renunciables, y en 
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consecuencia cualquier pacto en ese sentido es válido, y 
por consiguiente surte plenos efectos. 

5. 	 Obligación del arrendatario de responder 
por el bien arrendado 

Cuando el bien objeto del contrato de arrendamiento 
se pierde por causa de incendio, el arrendatario es respon­
sable del mismo, a no ser que provenga de caso fortuito, 
fuerza mayor o vicio de construcción (artículo 2435 del 
Código Civil). Como yemos, este precepto es contrario a 
las reglas que se establecen en materia de riesgos, ya que 
se apoya en que el bien perece para su dueño y el dueño 
no es el arrendatario, sino el arrendador. El legislador, 
creemos que se condujo en esos términos, en razón de 
que el arrendatario está obligado a conservar el bien para 
restituirlo al arrendador al vencimiento del contrato. 
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Ahora bien, para que se exonere al arrendata­
rio del pago de los daños y perjuicios causados 
por el incendio, debe acreditar que éste se pro­
dujo por caso fortuito, fuerza mayor, vicio de 
construcción o comunicación del fuego de otra 
parte, si tomó las precauciones necesarias 
para evitar que el fuego se propagara (artícu­
los 2435 y 2436 del Código Civil). 

Es de preguntarse ¿ante quién se obliga el arrendatario 
a responder de los daños y perjuicios .causados por el fue­
go? Se obliga ante el propietario del bien arrendado, así 
como ante todas aquellas personas a las que se les haya 
causado algún daño o perjuicio, siempre que éstos pro­
vengan directamente del incendio, señala al respecto el 
artículo 2439 del Código Civil. 

Cuando el bien arrendado se pierde totalmen­
te por caso fortuito o fuerza mayor y el arren­
datario prueba esa circunstancia, queda libe­
rado de responsabilidad alguna; y por tanto 
cesa la obligación de pagar renta; así también 
se extingue la obligación del arrendador de 
permitir el uso y el goce del bien; es decir, se 
extinguen las dos obligaciones. 

Situación distinta sucede en los contratos de ejecución 
instantánea, en éstos si el bien perece por caso fortuito o 
fuerza mayor se libera una de las partes, pero queda atada 
la otra con su obligación. 
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También el legislador regula la causa del incendio con 
pluralidad de arrendatarios. Al respecto, el artículo 2437 y 
2438 del Código Civil preceptúan: 

Artículo 2437. Cuando son varios los arrendatarios y no se 
sabe dónde comenzó el incendio, todos son responsables 
proporcionalmente a la renta que paguen, y si el arrenda­
dor ocupa parte de la finca, también responderá propor­
cionalmente a la renta que a esta parte fijen peritos. Si se 
prueba que el incendio comenzó en la habitación de uno 
de los inquilinos solamente éste será el responsable. 

Articulo 2438. Si alguno de los arrendatarios prueba que 
el fuego no pudo comenzar en la parte que ocupa, quedará 
libre de responsabilidad. 

En esos términos los arrendatarios están obligados en 
forma mancomunada, no solidaria; es decir, el acreedor 
no puede exigir el total cumplimiento de la obligación a 
cualquiera de los arrendatarios, sino que éstos se obligan 
en proporción a la renta que pagan. 

Pero también el legislador exonera a aquellos arrenda­
tarios que demuestren: 

• 	 Que el incendio no principió en la parte que ocupa . 
• 	 Que el incendio no pudo empezar en su parte (artícu­

los 2437 y 2438 del Código Civil). 

6. 	Obligación de hacer consistente en asegurar 
el bien arrendado 

También el arrendatario está obligado a asegu­
rar el bien arrendado contra todo riesgo pro­
bable que origine el ejercicio de esa industria, 
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cuando en él vaya a establecer una industria 
peligrosa (artículo 2440 del C6digo Civil). 

Ahora bien, habría que preguntarse quién cobra el im­
porte del seguro. La respuesta es: el beneficiario designa­
do; y si no lo hay, el que lo contrata. 

IX. EL PRECIO 

El C6digo Civil establece que la renta o precio 
del arrendamiento puede consistir en una 
suma de dinero o en cualquier otra cosa equi­
valente, con tal que sea cierta y determinada 
(artículo 2399 del C6digo Civil) sin exigir, como 
en la compraventa, que sea en dinero, por lo que 
podrá consistir en frutos, con tal que no se fije 
en proporci6n a los que se obtengan, pues en 
caso de fijarse una parte alícuota, se trataría 
del contrato de aparcería, pero no del contra­
to de arrendamiento; siempre el precio o renta 
ha de consistir en prestaciones de cosas cor­
p6reas, puesto que la palabra cierta y determi­
nada a que alude el precepto en cita se aplica 
siempre a bienes corp6reos. 

También el precio del arrendamiento o sus incremen­
tos se consideran ciertos o determinados, cuando se fijan 
con relación a la variación porcentual del salario mínimo 
general del Distrito Federal, y del índice de precios al con­
sumidor que fije el Banco de México, en virtud de que para 
cuantificar la renta o el precio sólo basta hacer una simple 
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operación aritmética al conocer la variación porcentual del 
incremento al salario mínimo general vigente en el Distrito 
Federal, así como la variación porcentual del índice de pre­
cios al consumidor que fije el Banco de México, durante el 
curso del año correspondiente. 

En ese sentido se han pronunciado los tribunales fe­
derales: 

ARRENDAMIENTO. LA RENTA CONSISTENTE EN UNASUMADE DINERO 

INCREMENTADA CONFORME A UNA ESCALA MÓVIL, sí CONSTITUYE 

PRECIO CIERTO EN EL CONTRATO DE. En atención a que en los 
contratos de arrendamiento, el requisito fundamental que 
debe de reunir la renta es el de certeza, según lo previene 
el artículo 2398 del Código Civil para el Distrito Federal, y 
que conforme a los antecedentes históricos de las dispo­
siciones que rigen el precio del arrendamiento cabe la apli­
cación mutatis mutandis en este tipo de contratos de las 
reglas que rigen la certeza del precio en el contrato de 
compraventa, es posible legalmente considerar, que la ren­
ta no tiene que estar necesariamente determinada en el 
momento de celebrarse el contrato de arrendamiento, sino 
que el precio puede ser solamente determinable, pues el pre­
cio cierto no deja de existir aunque se acuerde que el mis­
mo sea el que corre en un día o en un lugar determinados 
o el que fije un tercero, según lo autoriza expresamente el 
artículo 2251 del cuerpo legal citado. De este modo hay 
arrendamiento, aun cuando se pacte que la renta o el in­
cremento de la misma se calcule conforme a una escala 
móvil, como lo es el índice nacional de precios al consu­
midor elaborado por el Banco de México, o la paridad de 
la moneda nacional frente a cualquier otra, toda vez que 
para que el precio de la renta sea cierto, no es menester 
que el mismo se encuentre expresamente fijado en una 
cantidad, sino que basta que sea susceptible de determi­
narse con arreglo a bases que al efecto se convengan, sin 
que constituya obstáculo a esta conclusión, lo dispuesto 
en la parte final del artículo 2399 del Código Civil para el 
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Distrito Federal, en virtud de que los requisitos de certeza 
y determinación previstos en tal disposición operan, úni­
camente, conforme al texto explícito del propio precepto, 
en los casos en que la renta o precio del arrendamiento no 
se haya pactado en una suma de dinero, sino en cualquiera 
otra cosa equivalente, como por ejemplo frutos, en el en­
tendido de que ante tal situación, el requisito de que la cosa 
que constituye objeto de contraprestación, sea cierta y de­
terminada, tiene como función solamente, la de distinguir 
el arrendamiento de otros contratos que también transmi­
ten el uso y goce de una cosa por tiempo determinado, 
como la aparcería agrícola, en la cual, de acuerdo al artículo 
2741 del Código Civil para el Distrito Federal, la contrapres­
tación por el uso y goce del predio rústico es una cantidad 
indeterminada de frutos ("Apéndice", Semanario Judicial 
de la Federación 1917-1995, t.IV, Civil, Tribunales Colegia­
dos, tesis 447, p. 309). 

ARRENDAMIENTO. RENTA CIERTA Y DETERMINADA. LA CONSTITU­

YE EL INCREMENTO PACTADO EN RELACiÓN CON LA VARIACiÓN POR­

CENTUAL DEL INDICE DE PRECIOS AL CONSUMIDOR QUE FIJE EL BAN­

CO DE MÉXICO. El artículo 2399 del Código Civil para el 
Distrito Federal preceptúa que la renta o precio del arren­
damiento puede consistir en una suma de dinero o en cual­
quier otra cosa equivalente, con tal que sea cierta y deter­
minada. Por tanto, si en el contrato de arrendamiento de 
un inmueble destinado a uso diverso del de habitación se 
pactó que la arrendataria pagaría como renta una cantidad 
determinada de dinero, y que al término del contrato la 
renta se incrementaría en una suma equivalente a la varia­
ción porcentual del índice de precios al consumidor que 
fije el Banco de México durante el curso del año correspon­
diente, como para cuantificar tal incremento sólo basta ha­
cer una simple operación aritmética al conocer la variación 
porcentual del índice de precios al consumidor, la nueva 
renta convenida constituye un precio cierto y determinado 
(Semanario Judicial, 8a. época, t. IX, abril de 1992, Tribu­
nales Colegiados, p. 433). 
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El precio o la renta deben satisfacerse en la forma, lugar 
y tiempo convenidos. Pero es posible que las partes hayan 
omitido una estipulación a este respecto, y entonces se 
aplican supletoriamente las disposiciones establecidas 
por el Código Civil en sus artículos 2427 a 2430, 2454, 2461 
Y 2462. 

Es interesante estudiar en qué circunstancias puede 
reducirse el precio y en cuáles es posible que el arrenda­
tario quede exonerado de su pago, haciendo especial hin­
capié en los motivos que justifican a cada uno de estos dos 
fenómenos. 

1. Reducción del precio del arrendamiento 

La renta puede reducirse principalmente en los tres 
casos siguientes: 
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• 	 Cuando a consecuencia de un caso fortuito o de fuer­
za mayor disminuya la utilidad de la cosa arrendada 
(artículo 2432 del Código Civil). 

• 	 En caso de que el arrendatario haya sido privado del 
uso o goce de la cosa arrendada a consecuencia de 
una evicción parcial de la misma. 

• 	 Cuando, tratándose de una finca rústica, el arrenda­
tario sufre la pérdida de más de la mitad de los frutos 
a consecuencia de un caso fortuito extraordinario. (ar­
tículo 2455 del Código Civil). 

2. 	 Exoneración del pago de la renta 

Se puede eximir al arrendatario del pago de la renta en 
las tres situaciones expuestas, cuando la privación del uso 
o goce de la cosa es total; cuando el caso fortuito, la fuerza 
mayor o la evicción producen la pérdida total de la cosa 
(artículos 2431, 2434 y 2455 del Código Civil). 

El caso fortuito y la fuerza mayor son causas 
extintivas de las obligaciones; en otras pala~ 
bras, esos acontecimientos producen el efecto 
jurídico de liberar al deudor del cumplimiento 
de una obligación sin ninguna responsabilidad 
a su cargo. 

En consecuencia, si explicásemos estas ideas al caso 
en que el arrendatario no puede usar o gozar de la cosa 
por efecto de un caso fortuito o de una fuerza mayor, ten­
dríamos que concluir que el mismo arrendatario no tendría 
derecho a demandar del arrendador la reducción de la 
renta o la exoneración de la misma, porque el arrendador 
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estaría faltando al cumplimiento de su obligación a conse­
cuencia de un caso fortuito o fuerza mayor, que, como 
dijimos antes, liberan del cumplimiento de la obligación. 

Así, los artículos 2431 y 2432 del Código Civil vienen a 
significar una excepción a dicho principio porque, en cierta 
forma, hacen recaer las consecuencias de la fuerza mayor 
y del caso fortuito sobre el arrendador, debiendo, de 
acuerdo con el principio de que la cosa se pierde para el 
acreedor, recaer en el arrendatario. 

Los tratadistas, entre ellos Planiol, justifican esa excep­
ción fundándola no en una idea de responsabilidad que 
debe excluirse en virtud de las consideraciones expuestas, 
sino por una idea de equidad y de justicia que consiste en 
que siendo el arrendamiento un contrato bilateral, si el 
arrendatario no puede gozar del uso de la cosa arrendada, 
no es justo que se sitúe en la misma condición. 

La reducción y exoneración de la renta en caso 
de evicción se explica por las ideas de sanea­
miento. En todos los contratos bilaterales se 
está obligado al saneamiento para el caso de 
evicción. 

Por lo tanto, los artículos 2420 y 2434 del Código Civil 
no vienen a ser más que aplicación al arrendamiento de 
un principio contenido en la teoría general de la obliga­
ción. El artículo 2455 del Código Civil establece: 

El arrendatario no tendrá derecho a la rebaja de la renta 
por esteriJídad de la tierra arrendada o pérdida de frutos 
proveniente de casos fortuitos ordinarios; pero sí en caso 
de pérdida de más de la mitad de Jos frutos, por casos 
fortuitos extraordinarios. 
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Entiéndese por casos fortuitos extraordinarios: el incen­
dio, guerra, peste, inundación insólita, langosta, terremoto 
u otro acontecimiento igualmente desacostumbrado y que 
los contratantes no hayan podido razonablemente prever. 

En estos casos el precio del arrendamiento se rebajará 
proporcionalmente al monto de las pérdidas sufridas. 

Las disposiciones de este artículo no son renunciables . 

........~ 


Este artículo contiene algunos principios que constitu­
yen pequeñas excepciones a la teoría del caso fortuito y 
de la fuerza mayor. Es suficientemente explícito para que 
requiera alguna explicación; me limitaré pues a decir 
que dicho precepto está inspirado en el derecho francés 
pero no traslada al derecho mexicano la teoría íntegra del 
Código de Napoleón, respecto al caso fortuito y fuerza 
mayor. 
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En efecto, en este Código se admite que cuan­
do el arrendatario sufre la pérdida grave de los 
productos, entonces tiene el derecho de de­
mandar una reducción de la renta. En nuestro 
derecho existe el mismo principio, pero siem­
pre que la pérdida sea de más de la mitad de 
los frutos. 

Es pertinente señalar que si el arrendatario no efectúa 
el pago del precio de la renta en el tiempo convenido, no 
puede dar lugar al pago de intereses legales sobre lo adeu­
dado por ese concepto; esto es así, porque en el título 
sexto del Código Civil para el Distrito Federal, que regula 
al contrato de arrendamiento, no existe precepto que im­
ponga tal obligación al arrendatario, sino que éste sólo 
cumple con su obligación pagando la renta en el momento 
y tiempo convenidos e incluso la que vence hasta el día en 
que entregue la cosa arrendada (artículos 2425 y 2429 del 
Código Civil). En ese tenor, se conduce la tesis jurispru­
dencial que al rubro señala: 

ARRENDAMIENTO. RENTAS INSOLUTAS, IMPROCEDENCIA DEL PAGO 

DE INTERESES SOBRE LAS. Tratándose del arrendamiento, la 
mora en el pago de las rentas no puede dar lugar al pago 
de intereses legales sobre lo adeudado por ese concepto, 
en razón de que dentro del título sexto, segunda parte, del 
Código Civil para el Distrito Federal, que rige para los con­
tratos de esa clase no existe precepto que imponga tal 
obligación al arrendatario, sino, sobre el particu'ar, sólo el 
pago de la renta en el monto y tiempo convenidos e incluso 
la que vence hasta el día que entregue la cosa arrendada 
(Semanario Judicial, 8a. época, t. IX, marzo de 1992, Tri­
bunales Colegiados, p. 149). 
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x. REPARACIONES y MEJORAS AL BIEN ARRENDADO 

Suele suceder que el inquilino de motu proprio le hace 
diversas reparaciones al bien arrendado, y en ocasiones 
llega a cambiar su estructura y forma para adaptarlo a sus 
necesidades, ya sea de vivienda o local comercial, preten­
diendo que con tales arreglos se le condone la renta pac­
tada y hasta se le devuelva parte del dinero que invirtió en 
dichas reparaciones, tales arreglos efectuados por el inqui­
lino no tienen porqué ser cubiertos por el dueño de la cosa, 
porque previamente a cualquier arreglo o modificación al 
bien, se debe obtener la autorización del propietario para 
realizarlo, y sólo en estos supuestos es que se debe devol­
ver al inquilino lo que invirtió en los arreglos o modifica­
ciones, o en su caso, se le deben perdonar determinadas 
rentas. 

Pero como se dijo, solamente es procedente cuando 
el arrendador esté de acuerdo en que su bien se modifique 
o repare, pues de lo contrario tales arreglos corren por 
cuenta del inquilino, y el arrendador tiene el derecho de 
exigirle que le devuelva el inmueble en el estado en que lo 
recibió, lo que implica que en ocasiones se tengan que 
derrumbar muros y eliminar objetos decorativos perma­
nentes, los que en última instancia pueden permanecer en 
dicho inmueble, cuando previamente se estableció que 
cualquier modificación u ob;eto permanente que se colo­
que al bien arrendado, pasará a ser propiedad del dueño, sin 
necesidad de indemnización alguna a quien lo realizó, 
siempre y cuando esté de acuerdo con las mismas; cues­
tión que es fácil de justificar en juicio con una inspección 
ocular en la que el funcionario correspondiente dé fe de lo 
que se encuentra en el inmueble en el acto de la diligencia. 

Resulta interesante precisar que el arrendatario tiene 
derecho a que se le paguen las mejoras en los casos pre­
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vistos en el artículo 2423 del Código Civil, entiéndese por 
mejora toda modificación material intrínseca o extrínseca 
del bien arrendado que puede producir un aumento en su 
valor económico. 

Así podemos mencionar mejoras naturales, 
voluntarias, útiles y necesarias. Cuando el 
arrendatario realiza mejoras necesarias, es de­
cir, aquéllas que se realizan para impedir la 
pérdida o deterioro del bien arrendado; y me­
joras útiles, entendiéndose por éstas, aquellas 
que aumentan el valor de la cosa, su costo ha 
de ser cubierto por el arrendador si por culpa de 
éste se rescindiese el contrato. 

+~~,
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El importe de las mejoras voluntarias no son resarci­
bles y pueden retirarse en tanto no se cause daño a la cosa, 
o reparando el que se cause al retirarlas (artículos 815, 817, 
818 Y 819 del Código Civil). 

En los términos del artículo 2423 del Código Civil, úni­
camente se prevé lo referente a las mejoras hechas por el 
arrendatario, pero no se establece el caso de construccio­
nes realizadas en el bien arrendado, ya sea con o sin la 
voluntad del arrendador, en esos casos debe de pagarse 
el costo de las construcciones al arrendatario. 

Creemos que sí, y para basar nuestra afirmación debe­
mos acudir a la aplicación analógica de la regla de la ex­
cepción contenida en el artículo 900 del Código Civil, con­
forme a la cual el dueño del terreno en que se edifique tiene 
derecho a hacer suya la obra, previa indemnización de su 
costo. 

De tal manera, si las obras efectuadas por el 
arrendatario no se tratan precisamente de las 
mejoras a que se refiere el artículo 2423 del 
propio cuerpo legal, en tanto no se esté frente 
a mejoras que hayan dado un simple realce o 
procurando la conservación del bien arrenda­
do, sino que se está en presencia de auténticas 
construcciones que implican la creación de 
una cosa, por ejemplo bardas, pisos, techos, 
corredores que antes no existían y que aumen­
tan el valor del inmueble. 

Entonces debe atenderse a la regla de la accesión que 
indica que el dueño del terreno en que se edifique tiene 
derecho a hacer suya la obra, previa la indemnización de 
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su costo al arrendatario que la efectuó. En estos términos 
se han pronunciado los tribunales federales, en la tesis 
jurisprudencial que señala: 

ARRENDAMIENTO. CASO EN QUE LAS OBRAS REALIZADAS POR 

EL ARRENDATARIO EN EL INMUEBLE ARRENDADO, DEBEN QUEDAR 

EN FAVOR DEL ARRENDADOR PROPIETARIO, PREVIA INDEMNIZACiÓN. 

Atendiendo al contenido de la tesis sustentada por la Ter­
cera Sala del alto Tribunal, visible en la página 181, de la 
publicación del Semanario titulada "Precedentes que no 
han integrado jurisprudencia", del rubro: "ARRENDAMIENTO, 

INDEMNIZACiÓN DEL ARRENDATARIO POR EL COSTO DE LAS CONS­

TRUCCIONES HECHAS EN EL INMUEBLE ARRENDADO, POR APLICA­

CiÓN ANALÓGICA DE LAS REGLAS DE LA ACCESiÓN (LEGISLACiÓN 

DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN)", debe estimarse que, efectiva­
mente, como en los preceptos del Código Civil vigente en 
el Estado de Nuevo León, que regulan lo relativo al arren­
damiento, no se establece el caso de construcciones reali­
zadas en el inmueble arrendado, sino que únicamente en 
su artículo 2317, se prevé lo referente a las mejoras hechas 
por el arrendatario, para dilucidar lo atinente al pago de 
obras hechas por el arrendatario en el inmueble arrendado, 
ha de acudirse a la aplicación analógica de la regla de la 
accesión contenida en el artículo 897 del mismo ordena­
miento, conforme a la cual el dueño del terreno en que se 
edifique tiene derecho a hacer suya la obra, previa indem­
nización de su costo. De esta manera, si las obras efectua­
das por el arrendatario no se tratan precisamente de las 
mejoras a que se refiere el artículo 2317 del propio cuerpo 
legal, en tanto que no se está frente a actividades ejecuta­
das que hayan dado un simple realce o procurando la con­
servación del inmueble, sino que se está en presencia de 
auténticas construcciones que implican la creación de una 
cosa (bardas en el inmueble) que antes no existía y que 
aumenta la plusvalia del inmueble, entonces debe estarse 
a la regla de la accesión que indica que el dueño del terreno 
en que se edifique tiene derecho a hacer suya la obra, 
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previa la indemnización de su costo al arrendatario que la 
efectuó (Semanario Judicial, Sa. época, t. XI, mayo de 
1993, Tribunales Colegiados, p. 294). 

XI. EL DERECHO DE PREFERENCIA 

Las reformas publicadas en el Diario Oficial de la Fe­
deración el 21 de julio de 1993 y el 23 de septiembre de 
1993, consagran el derecho de preferencia por el tanto 
para el caso de venta de la casa habitación e inmuebles 
comerciales e industriales; arrendados. 

Por ende, se elimina el derecho del tanto para todos 
aquellos contratos de arrendamiento celebrados con pos­
terioridad a la entrada en vigor del decreto por el que se 
reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del 
Código Civil para el Distrito Federal en Materia Común y 
para toda la República en Materia Federal; Código de Pro­
cedimientos Civiles para el Distrito Federal y Ley Federal 
de Protección al Consumidor. Para eliminar el derecho del 
tanto, la Comisión de Vivienda de la Cámara de Diputados 
consideró que: 

...La iniciativa en estudio propone que se elimine el dere­
cho del tanto, y en su lugar se establezca el derecho de 
preferencia para el caso de arrendamiento de casa habita­
ción e inmuebles comerciales e industriales, la anterior mo­
dificación responde a que, como lo señala la exposición de. 
motivos de la iniciativa en dictamen, el derecho del tanto 
va apa rejado a derechos reales y no a derechos personales, 
por lo que este derecho tiene una correcta aplicación en 
los casos de copropiedad, no así en el caso del arrenda­
miento, ya que en este supuesto se desvirtúa la relación 
jurídica entre el arrendador y el arrendatario, además de 
que constituye un importante factor para desalentar el 
arrendamiento. 
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El derecho de preferencia que se propone por el Ejecu­
tivo federal para que se incorpore en el Código Civil, per­
mitirá que el arrendatario que esté al corriente en el pago 
de sus rentas, sea preferido, en igualdad de condiciones, 
en la venta del inmueble que está arrendando. De la misma 
forma se considera aceptada la innovación que en esta 
materia se propone en la iniciativa, en el sentido de esta­
blecer que en caso de que se viole el derecho de preferen­
cia a que se refiere el párrafo anterior, se podrán demandar 
los daños y perjuicios que ello ocasione y que la indemni­
zación por dicho concepto no podrá ser menor del 50 por 
ciento de las rentas pagadas por el arrendatario en los úl­
timos 12 meses, garantizando con ello que en muchos casos 
se respetará el derecho del arrendatario de ser preferido 
en caso de venta del inmueble. En virtud de lo anterior, la 
Comisión que suscribe sugiere se apruebe la propuesta de 
reforma a los artículos 2447 y 2448-J Y la derogación del 
artículo 2448-1 del Código Civil contenidas en la iniciativa 
en análisis ... 

En ese tenor, los artículos 2447 y 2448-J del Código 
Civil se redactaron en los términos siguientes: 

Artículo 2447. En los arrendamientos que han durado más 
de cinco años y cuando el arrendatario ha hecho mejoras de 
importancia en la finca arrendada, tiene éste derecho, si 
está al corriente en el pago de la renta, a que, en igualdad 
de condiciones, en caso de venta sea preferido en los tér­
minos del artículo 2448-J de este Código. 

Artículo 2448-J. En el caso de que el propietario del in­
mueble arrendado decida enajenarlo, el o los arrendata­
rios tendrán derecho a ser preferidos a cualquier tercero 
en los términos siguientes: 

l. En todos los casos el propietario deberá dar aviso por 
escrito al arrendatario de su deseo de vender el inmueble, 
precisando el precio, términos, condiciones y modalidades 
de la compraventa. 
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en los términos siguientes: 
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escrito al arrendatario de su deseo de vender el inmueble, 
precisando el precio, términos, condiciones y modalidades 
de la compraventa. 
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11. El o los arrendatarios dispondrán de quince días para 
dar aviso por escrito al arrendador de su voluntad de oferta, 
exhibiendo para ello las cantidades exigibles al momento 
de la aceptación de la oferta conforme con las condiciones 
señaladas en ésta. 

111. En caso de que el arrendador cambie cualquiera de 
los términos de la oferta inicial, estará obligado a dar nuevo 
aviso por escrito al arrendatario, quien a partir de ese mo­
mento dispondrá de un nuevo plazo de quince días. Si el 
cambio se refiere al precio, el arrendador sólo está obliga­
do a dar este nuevo aviso cuando el incremento o decre­
mento del mismo sea más de un diez por ciento. 

IV. Tratándose de bienes sujetos al régimen de propie­
dad en condominio se aplicarán las disposiciones de la ley 
en la materia. 

V. La compraventa realizada en contravención de lo dis­
puesto en este articulo otorgará al arrendatario el derecho 
de demandar daños y perjuicios, sin que la indemnización 
por dichos conceptos pueda ser menor a un cincuenta por 
ciento de las rentas pagadas por el arrendatario en los úl­
timos doce meses. La acción antes mencionada prescribirá 
sesenta días después de que tenga conocimiento el arren­
datario de la realización de la compraventa respectiva. 

En caso de que el arrendatario no cumpla con las con­
diciones establecidas en las fracciones 11 y 111 de este artículo, 
precluirá su derecho. 

XII. MODOS DE TERMINACiÓN DEL CONTRATO 


DE ARRENDAMIENTO 


En el capítulo IX, del título sexto del Código Civil se 
especifican las causas de terminación del contrato de 
arrendamiento. 
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DERECHOS DEL ARRENDATARIO 

1. El cumplimiento del plazo 

Este plazo puede ser convencional o legal. El 
primero es el que de común acuerdo pacten 
las partes contratantes; por ende, basta que 
se llegue el día prefijado para que concluya el 
contrato, y el arrendatario, sin necesidad de 
requerimiento alguno, desocupe el bien arren­
dado (artículo 2484 del Código Civil). 

El artículo 2484 del Código Civil sufrió reforma en el 
año de 1993, por decreto publicado en el Diario Oficial de 
la Federación del 21 de julio, suprimiéndose la expresión 
"sin necesidad de desahucio". Por lo cual la forma en que 
actualmente se encuentra redactado el citado precepto pu­
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diera hacer pensar que resulta necesario el desahucio, lo 
que no es correcto, pues basta que llegue el día prefijado 
para que concluya el pacto arrendaticio. 

La regla anterior tiene su excepción prevista en el artículo 
2487 del Código Civil, que estatuye: 

Si después de terminado el plazo por el que se celebró el 
arrendamiento, el arrendatario continúa sin oposición en 
el uso y goce del bien arrendado, continuará el arrenda­
miento por tiempo indeterminado, estando obligado el 
arrendatario a pagar la renta que corresponda por el tiem­
po que exceda conforme a lo convenido en el contrato; 
pudiendo cualquiera de las partes solicitar la terminación 
del contrato en los términos del artículo 2478. Las obliga­
ciones contraídas por un tercero con objeto de garantizar 
el cumplimiento del arrendamiento, cesan al término del 
plazo determinado, salvo convenio en contrario. 

El precepto antes aludido no indica que ha operado la 
tácita reconducción, sino que el acto jurídico no se termi­
na, continúa por tiempo indeterminado. 

Si el contrato se pactó por tiempo indetermi­
nado, concluye a voluntad de cualquiera de las 
partes contratantes, dando aviso por escrito 
con quince días de anticipación si el predio es 
urbano o con un año si es rústico (artículo 2478 
del Código Civil). 

Cuando el bien objeto del arrendamiento es mueble y 
no se convino el término del contrato, concluye a voluntad 
de cualquiera de las partes, pero el arrendador no podrá 
pedir la devolución del bien sino después de cinco días de 
la celebración del contrato (artículo 2460 del Código Civil). 
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2. Por convenio expreso 

Esta causa de terminación del contrato de arrenda­
miento no es particular de este contrato, sino que es regla 
general para dar por terminado cualquier acto jurídico. En­
cuentra su fundamento en el principio de autonomía de la 
voluntad: lo que el acuerdo de voluntades puede crear, 
también lo puede extinguir. 

3. Por nulidad 

Cuando el pacto arrendaticio viene a la vida 
jurídica con algún defecto que las partes con­
tratantes no remedien, entonces se dice que el 
acto jurídico es nulo. Cualquier acto sanciona­
do con nulidad, ya sea absoluta o relativa, no 
impide que éste produzca sus efectos, los cua­
les serán destruidos retroactivamente cuando 
se declare la nulidad por el juzgador, quedan­
do obligadas las partes a restituirse mutua­
mente lo que han recibido o percibido en vir­
tud del contrato. 

Sin embargo, en el contrato de arrendamiento esto no 
sucede, porque tratándose de un contrato de ejecución 
sucesiva, como lo es el arrendamiento, no produce efectos 
retroactivos sino que sólo cesan sus efectos, pues por la 
propia naturaleza de este negocio jurídico, es imposible 
devolver el uso y goce que ha disfrutado el arrendatario 
del bien objeto del arrendamiento. Y resultaría injusto que 
el arrendador fuera obligado a devolver las rentas percibi­
das en virtud de tal acto jurídico. 
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4. Por rescisión 

Entendemos por tal modo de terminación del 
arrendamiento, la facultad que tiene una de las 
partes contratantes para resolver el contrato 
por incumplimiento culposo y dañoso del otro 
contratante (artículo 1949 del Código Civil). 

Este modo de terminar el contrato de arrendamiento 
no es exclusivo de este acto jurídico, sino que es una forma 
de dar por terminado cualquier acto jurídico bilateral, por 
incumplimiento culposo de uno de los contratantes, artículo 
1949 del Código Civil; por tanto, resulta ocioso que se 
regule en el artículo 2483, fracción IV, que el acto jurídico 
bilateral de arrendamiento termina por rescisión. 
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En el juicio de desocupación con apoyo en el contrato 
de arrendamiento que tiene celebrado el arrendador con 
el de cujus, pueden las personas hacer valer sus derechos 
en ese juicio, pero en calidad de causahabientes, además 
de que el Código Civil es muy claro al señalar que el con­
trato de arrendamiento no se rescinde por la muerte del 
arrendador ni del arrendatario, salvo convenio en contra­
rio, por ello se afirma que los herederos del inquilino pue­
den legalmente comparecer a juicio para hacer valer sus 
derechost ya que ello es una consecuencia de la obligación 
personal que emana de los contratantes. 

Además de que el dueño no tiene porqué esperar a que 
se nombre albacea de la sucesión t ni mucho menos a 
que se abra el juicio sucesorio del arrendatario para iniciar 
una controversia sobre arrendamiento de fincas urbanas 
destinadas a la habitación t porque la leyes muy clara al 
señalar que él o la cónyuge supérstite, él o la concubina, 
los hijos y los ascendientes consanguíneos o por afinidad 
del arrendatario fallecidot se subrogan ípso jure en los 
derechos y obligaciones de éste, todo lo cual elimina la 
necesidad del dueño de esperar el llamado juicio sucesorio 
de su inquilino. 

A lo anterior debe agregarse en ocasionest cuando 
existe separación entre los cónyuges, el que habita el bient 

pero con quien no se celebró el contrato, comparece a 
juicio en calidad de causahabiente del inquilino, hipótesis 
que no debe valorarse ni tomarse en cuenta en el juiciot 

porque quien es el titular de los derechos inherentes al 
contrato es la persona con la que se celebró, y no otra; 
por ello, esta persona o cualesquiera otra no tiene legiti­
mación en juicio para comparecer al mismo, pues quien la 
tiene es únicamente el inquilino, por lo que se insiste: cual­
quier persona que se crea con derecho para comparecer 
a juicio a defender los derechos litigiosos, sólo puede ha­
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cerio a partir de la fecha en que haya fallecido el inquilino 
y no antes. 

5. 	Por confusión 

Dice el artículo 2206 del Código Civil que: liLa obliga­
ción se extingue por confusión cuando las calidades de 
acreedor y deudor se reúnen en una misma persona. La 
obligación renace si la confusión cesa". Esto se produce, 
aplicado al contrato de arrendamiento, cuando el arrenda­
tario adquiere por cualquier título la propiedad del bien 
arrendado: entonces el contrato se termina. 

6. 	Por pérdida o destrucción total del bien arrendado, 
por caso fortuito o fuerza mayor 

En la teoría general de las obligaciones se pre­
cisa que el caso fortuito o fuerza mayor es una 
forma de extinguir obligaciones. En ese tenor, 
si el bien arrendado se pierde o destruye total­
mente por caso fortuito o fuerza mayor, el 
arrendador se exime de cumplir su obligación 
de permitir el uso o goce del bien y el arrenda­
tario no tiene la obligación de pagar la renta, 
por tanto, la pérdida o destrucción total del 
bien arrendado trae como consecuencia la ter­
minación del arrendamiento, puesto que deja 
de existir el bien materia del acto jurídico. 

7. 	Por expropiación del bien arrendado 
por utilidad pública 

Dentro de los diversos modos de extinguir la propie­
dad, tenemos la expropiación. Cuando ésta se verifica du­
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rante la vigencia del contrato de arrendamiento, el contra­
to se termina, teniendo derecho el arrendador y el arren­
datario a ser indemnizados por el expropiador, artículo 
2410 del Código Civil. Este artículo nos dice que el contrato 
se rescinde, lenguaje que no es acertado puesto que no 
hay incumplimiento culposo de alguna de las partes con­
tratantes, sino que el bien objeto del arrendamiento deja 
de pertenecer al arrendador, por tanto, éste no puede cum­
plir con su obligación de permitir el uso o goce del bien; y 
por ende, el contrato concluye por falta de objeto materia 
del acto jurídico. Lo que hemos señalado constituye una 
regla especial en relación con la regla general contenida 
en el artículo 2409 del Código Civil que dispone: 

Artículo 2409. Si durante la vigencia del contrato de arren­
damiento, por cualquier motivo se verificare la transmisión 
de la propiedad del predio arrendado, el arrendamiento 
subsistirá en los términos del contrato. Respecto al pago 
de las rentas, el arrendatario tendrá obligación de pagar al 
nuevo propietario la renta estipulada en el contrato desde 
la fecha en que se le notifique judicial o extrajudicialmente, 
ante notario o ante dos testigos haberse otorgado el co­
rrespondiente titulo de propiedad, aun cuando alegue ha­
ber pagado al primer propietario, a no ser que el adelanto 
de rentas aparezca expresamente estipulado en el mismo 
contrato de arrendamiento. 

8. Por evicción del bien dado en arrendamiento 

El artículo 2483, fracción VIII del Código Civil, 
establece que el contrato de arrendamiento 
puede terminar por evicción del bien arrenda­
do, es decir, porque un tercero que tiene mejor 
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derecho sobre el bien arrendado lo recuperó a 
través de una sentencia judicial; por tanto, no 
tiene por qué respetar la transmisión temporal 
del uso y goce que el supuesto arrendador 
concedió cuando carecía de legitimación para 
hacerlo. 
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